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TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

INTRODUCCIÓN 

¿QUIÉNES SOMOS? 

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es un órgano especializado del Poder Judicial de la Federación, encargado de resolver 
controversias en materia electoral, proteger los derechos político-electorales de los ciudadanos e impartir justicia en el ámbito electoral. Está 
conformado por una Sala Superior, integrada por siete magistradas y magistrados; cinco salas regionales y una sala especializada, integradas 
por tres magistradas y magistrados cada una. 

 

¿QUÉ HACEMOS? 

De acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Artículos 41, Base VI; 60, párrafos segundo y tercero y 99, párrafo 
cuarto), el Tribunal Electoral tiene competencia para resolver, en forma definitiva e inatacable, los siguientes tipos de controversias electorales: 

 Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores. 

 Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de presidente de los Estados Unidos Mexicanos (que son resueltas en única instancia 
por la Sala Superior). 

 Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a las señaladas anteriormente, que violen normas 
constitucionales o legales. 

 Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de los institutos y tribunales electorales locales (es decir, de las autoridades 
competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios, o resolver las controversias que surjan durante los mismos) 
que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones. 

 Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político-electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación. 

 Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal Electoral y sus servidores; así como entre el Instituto Nacional Electoral y sus 
servidores. 

 La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Nacional Electoral a partidos, agrupaciones, así como personas físicas o 
morales. 

 La resolución de procedimientos sancionadores, relacionados con la violación a las normas que regulan el acceso a radio y televisión de los 
partidos y candidatos, la aplicación imparcial de recursos públicos, la propaganda de entes públicos, propaganda electoral, así como actos 
anticipados de precampaña y campaña. 

 Las demás que señale la ley. 
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MISIÓN 

El propósito fundamental del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) deriva de su mandato constitucional, el cual se 
describe de manera clara y concisa en su misión: 

“Contribuir al fortalecimiento de la democracia en México, mediante la protección permanente de los derechos político-electorales y el 
desarrollo de la cultura de la legalidad, así como mediante la solución definitiva de los conflictos electorales, garantizando la legalidad y certeza 
de los comicios”. 

 

VISIÓN 

Nuestra visión define la situación futura deseada y los valores a los cuales de apega la actuación pública del Tribunal: 

“Ser el órgano jurisdiccional de referencia, con procesos abiertos a la ciudadanía y con personal profesional capacitado y certificado, que 
fortalezca el ejercicio pleno de los derechos y la confianza en los procesos electorales, respondiendo a las exigencias de una sociedad 
democrática cambiante”. 

 

OBJETIVOS ESTRATÉGICOS 

Los objetivos estratégicos detallan el contenido de la visión, y orientan los esfuerzos institucionales para el logro de resultados claros y medibles 
en el mediano y largo plazo; por lo cual, en el Tribunal Electoral, nos hemos planteado cinco ejes rectores que atienden el quehacer institucional: 

I. Brindar certeza jurídica 

II. Consolidar un modelo de tribunal abierto 

III. Ampliar el acceso a la justicia y garantizar el ejercicio efectivo de los derechos político-electorales 

IV. Fortalecer el desempeño institucional y los mecanismos de rendición de cuentas 

V. Propiciar una administración eficiente y responsable en el uso de los recursos 

 

INFORME ANUAL DE LABORES POR EL PERIODO 2018-2019 

En cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 191 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el Presidente del TEPJF rinde un 
informe anual ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. A su vez, los Presidentes de las Salas Regionales rinden al Presidente 
del Tribunal Electoral y a la Comisión de Administración de esta Sala Superior, un informe anual de actividades. 

El texto íntegro y su versión ejecutiva del informe de labores 2018-2019 se encuentra disponible para su consulta en la siguiente liga: 
https://www.te.gob.mx/media/files/c45a5e054b5c3ae.pdf. 

https://www.te.gob.mx/media/files/c45a5e054b5c3ae.pdf
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CREACIÓN DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

Como producto de la reforma constitucional de 1996, el Tribunal Federal Electoral fue incorporado a la esfera del Poder Judicial de la Federación, 
dándose con ello la pauta a una serie de modificaciones en el esquema contencioso electoral federal mexicano, manifestado en la reforma legal 
del mismo año. A esta institución se le dotó de nuevas atribuciones, se fortaleció su estructura orgánica y capacidad resolutiva y, con excepción 
de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 constitucional, se constituyó en máxima autoridad jurisdiccional en la materia. 

La Reforma constitucional en materia electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de noviembre de 2007 fue un esfuerzo por 
resolver y avanzar en temas de vanguardia no resueltos por la reforma de 1996, temas que generaron controversia en el proceso electoral 2005-
2006. La modificación al espectro electoral significó también una buena ocasión para incorporar a las normas criterios que previamente habían 
sido tratados por la jurisdicción electoral federal. 

Así, el 14 de enero de 2008 se promulgó el nuevo Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Posteriormente, el 1° de julio del 
mismo año fueron actualizadas tanto la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, como la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral. La Reforma constitucional ordenó también adecuaciones a las Constituciones y a las Leyes Electorales de las 
entidades federativas. 

Se señala de manera muy puntual que una de las principales modificaciones en materia de justicia electoral consiste en el, ahora, carácter 
permanente de las cinco Salas Regionales. Desde 1991 las Salas Regionales funcionaron temporalmente, con atribuciones solamente durante los 
procesos electorales federales. Sin embargo, la Reforma aludida estableció que las Salas del Tribunal Electoral funcionarán y ejercerán 
atribuciones de manera permanente. 

Con motivo de la reforma constitucional en materia político-electoral, el 10 de febrero de 2014 se publicaron en el Diario Oficial de la Federación 
cambios sustanciales al sistema electoral mexicano. 

Esos cambios establecen un nuevo modelo de integración y distribución de competencias de las autoridades electorales administrativas y 
jurisdiccionales, así como del sistema de partidos, pasando por los procedimientos sancionadores, la propaganda electoral y gubernamental, la 
fiscalización y su proceso de verificación, y la participación ciudadana, por mencionar los más relevantes. A partir de la reforma, desapareció el 
Instituto Federal Electoral, para dar paso al Instituto Nacional Electoral como autoridad nacional encargada de organizar las elecciones. Ese 
cambio implica su injerencia tanto en los procesos electorales locales, como en el nombramiento de los consejeros electorales locales. Por otro 
lado, se modifican las facultades de la autoridad electoral federal respecto de los procedimientos sancionadores, que de ahora en adelante 
serán resueltos por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

La reforma implicó también algunos cambios importantes en el régimen de partidos, incluyendo la regla de paridad de género en las listas de 
candidatos, incremento del porcentaje de votación necesario para mantener el registro y acceder a espacios de representación proporcional, y 
en el sistema de coaliciones. El sistema de fiscalización sufrió cambios sustanciales, aunque sus alcances han sido regulados por las leyes 
secundarias. Otra novedad es la introducción de tres nuevas causales de nulidad: por rebase de tope de gastos de campaña, por recepción o 
utilización de recursos ilícitos y por compra de cobertura informativa en radio y televisión. 

 



CUENTA PÚBLICA 2019 
 

   

 TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Página 4 de 4 

 

RESEÑA HISTÓRICA 

Una característica singular de la democracia en México durante las últimas décadas ha sido la evolución de sus instituciones políticas y de los 
ordenamientos legales que regulan los procesos electorales. En la mayor parte del siglo XX se conservó en México el sistema político de auto 
calificación electoral de los integrantes del Poder Legislativo Federal, con una participación poco perceptible de la Suprema Corte de Justicia. 
En el contexto de la denominada reforma política promovida por el titular del Poder Ejecutivo Federal, el 6 de diciembre de 1977 se publicó en el 
Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el cual el poder revisor de la Constitución reformó y adicionó diversas disposiciones de la Carta 
Magna, que incluyó al artículo 60, para quedar conforme al texto siguiente: 

...“La Cámara de Diputados calificará la elección de sus miembros a través de un colegio electoral, que de acuerdo con las constancias de 
mayoría que registre la Comisión Federal Electoral hubieran obtenido mayor número de votos”... Si la Suprema Corte de Justicia considera que 
se cometieron violaciones sustanciales en el desarrollo del proceso electoral o en la calificación misma, lo hará del conocimiento de dicha 
Cámara para que emita nueva resolución, misma que tendrá el carácter de definitiva e inatacable”. 

En virtud de la poca trascendencia jurídica que adquirió la intervención contenciosa-electoral atribuida a la Suprema Corte de Justicia, en la 
realidad histórica no se modificó sustancialmente el tradicional sistema de autocalificación; a pesar de ello, es incuestionable que había sido 
sembrada la semilla de un sistema nuevo, la cual germinó diez años después, cuando por decreto del 11 de diciembre de 1986, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el día 15 del mismo mes y año, el Constituyente Permanente reformó el artículo 60 constitucional, para derogar el 
recurso de reclamación y dejar el precepto con el siguiente texto: 

... “Cada Cámara calificará las elecciones de sus miembros y resolverá las dudas que hubiese sobre ellas”. 

La reforma constitucional fue oportunamente implementada con la promulgación del Código Federal Electoral, según decreto de 29 de 
diciembre publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de febrero de 1987. 

En el libro octavo de ese ordenamiento se instituyó legalmente el Tribunal de lo Contencioso Electoral. La creación de este Tribunal motivó la 
crítica severa de algunos estudiosos del Derecho, de políticos y politólogos e incluso de ciudadanos en general argumentando que, en su 
opinión, este órgano calificado como Tribunal de lo Contencioso Electoral no era un verdadero Tribunal que decidiera controversias. 

En la reforma de 1990 del artículo 60 constitucional, se adicionó el numeral 41, para establecer expresamente en el texto de la Ley Suprema, la 
existencia de un sistema de medios de impugnación en materia electoral federal, cuyo conocimiento se otorgó al organismo público encargado 
de preparar y realizar las elecciones, así como a un Tribunal calificado constitucionalmente como órgano electoral jurisdiccional, con lo cual se 
superó formalmente la deficiencia, dando origen a un nuevo marco jurídico en materia político - electoral. 

Entre los aspectos fundamentales de esta reforma destaca la creación del Tribunal Federal Electoral, que sustituye al Tribunal de lo Contencioso 
Electoral. El nuevo Tribunal fue definido por la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como el órgano jurisdiccional 
autónomo en materia electoral encargado de garantizar que los actos y resoluciones se sujeten al principio de legalidad. 

A pesar del progreso que representó la reforma constitucional de 1990, en el año de 1993 se volvió a dar un paso considerable en la materia de 
los artículos 41 y 60 de la Carta Magna, para consolidar la existencia, naturaleza y atribuciones constitucionales del órgano jurisdiccional electoral 
federal, quedando constituido este Tribunal Federal Electoral como máxima autoridad electoral y, en consecuencia, la única autoridad 
competente en materia contencioso-electoral federal. 


